

AUTO NÚMERO: DOSCIENTOS VEINTITRÉS.-
Córdoba,     VEINTIUNO          de     OCTUBRE             del año dos mil dieciséis. ------

VISTOS: ---------------------------------------------------------------------------------------------

Estos autos caratulados “GUILLEN, MORENA LUCIA C/ GUZMAN JAVIER EDUARDO – ACCIONES DE FILIACIÓN – CONTENCIOSO – CUESTION DE COMPETENCIA” (Expte. n° 332385), elevados a este Tribunal con motivo de un presunto conflicto negativo de competencia suscitado entre el Juzgado Civil, Comercial y Familia de Segunda Nominación de Villa María y el Juzgado de Familia de Segunda Nominación de esta ciudad capital.

Y CONSIDERANDO: 

I. LOS ANTECEDENTES

1. Con fecha treinta de agosto de dos mil once, Ruth Esther Guillen, en representación de su hija menor de edad y denunciando domicilio en la ciudad de James Craik, interpone acción de filiación ante el Juzgado en lo Civil, Comercial y Familia de Segunda Nominación de Villa María en contra de Javier Eduardo Guzmán, domiciliado en esta ciudad de Córdoba. Además solicita se fije a cargo del demandado la correspondiente cuota alimentaria y se lo condene a indemnizar el daño moral y psicológico causado por su actitud renuente.

El mencionado Tribunal admite la demanda de filiación y le imprime trámite de  juicio ordinario mediante decreto de fecha ocho de setiembre de dos mil once (fs. 9).-
2. Con fecha treinta de noviembre de dos mil quince, y sin que se hubiera completado la producción de la prueba, la parte actora manifiesta que vive junto con su hija en la ciudad de Córdoba desde el año dos mil doce. Agrega que el demandado también se domicilia en Córdoba (fs. 46).

Por ello, solicita un cambio de radicación de la causa en atención a que se le dificulta su tramitación porque a la distancia se le suma la carencia de recursos económicos.

3. El Juez de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Familia de Villa María hace lugar a la solicitud interpuesta, se inhibe y en atención a lo sostenido por el artículo 581 del CCCN  remite la causa al Juzgado de Familia de la ciudad de Córdoba (Decreto del 01/12/2015, fs. 47).

4. Llegado el expediente al Juzgado de Familia de Segunda Nominación de esta ciudad y previa intervención del Ministerio Público (Dictamen de fs. 63/65) , su titular decide no avocarse a su  conocimiento y restituirlo al remitente (Decreto del 30/05/2016, fs. 66/67).

Para así decidir invoca el artículo 2 del CPCC que regula la prórroga de competencia, de lo cual deriva que si la remisión de las presentes actuaciones se debiera sólo a cuestiones atinentes a la filiación y al centro de vida, sería posible su radicación en este fuero.

Razona que al estar acompañada la demanda de filiación con un reclamo por daño moral, no es posible que ese tribunal de Familia se avoque a su conocimiento.

Aduce además que  la causa estaba abierta a prueba y que el trámite que se aplica en Villa María es distinto al previsto por la Ley n° 10.305.

Invoca los artículos 716 –que establece que en cuestiones atinentes a niños es competente el juez del lugar donde el niño tiene su centro de vida- y 720 –que determina que en la acción de filiación cuando la persona no sea menor de edad es competente el domicilio del demandado- del CCCN. 

5. Llegados nuevamente los autos al Juzgado en lo Civil, Comercial, y Familia de Villa María, dicho tribunal ratifica la inhibición decretada y eleva los presentes a este Tribunal Superior de Justicia (Cfr. fs. 68 y vta. y 70).


Considera que pese al meduloso análisis formulado por el juez de esta capital, lo cierto  es que la realidad se impone a simple vista: cada protagonista de esta conflictiva situación familiar se domicilia en la ciudad de Córdoba.


De ello deriva que para honrar satisfactoriamente la misión del Juzgador en este tipo de materias, deben generarse acciones positivas enderezadas a hacer realidad la inmediatez del juez y la participación en el proceso de cada parte del entramado familiar.


Asegura que no hay absolutismos cuando se trata de reglas de competencia territorial; pero va de suyo que éstas deben ser valoradas y aplicadas de acuerdo al contexto particular que atraviesa la historia de vida reflejada en cada foja del expediente.


Aprecia que dentro de este entorno específico, no se puede soslayar que las partes se encuentran radicadas en una ciudad situada a más de 150 km de la sede del tribunal en el que originariamente se dedujo la acción sub examine.
 


Colige que mantener la competencia en los tribunales de Villa María importaría hacer trizas los principios de realidad e inmediatez que deben ser priorizados en este tipo de procesos. 


Aclara que en última instancia, y en relación al resorte material atribuido por la Ley n° 10.326 a los juzgados especializados en cuestiones familiares, ello no resulta óbice para la intervención de los tribunales capitalinos, planteándose en esa esfera territorial la distribución en función de la materia.


6. Llegada la causa a esta Sede, se corre traslado a la Fiscalía General de la Provincia (Decreto del 27/06/2016, fs. 72), quien lo evacua mediante Dictamen n° E 489 del 30 de junio de dos mil dieciséis (fs. 73/75), pronunciándose en el sentido que corresponde intervenir al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Familia de Segunda Nominación de Villa María.

7. Dictado el decreto de autos (fs. 76), queda la cuestión suscitada en condiciones de ser resuelta. 

II. LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

El artículo 165 de la Constitución Provincial en su inciso primero, apartado “b” ‑segundo supuesto‑, habilita al máximo órgano jurisdiccional local a conocer y resolver originaria y exclusivamente, en pleno, de las cuestiones de competencia que se susciten entre los tribunales inferiores que no cuenten con otro superior común. 

Tal supuesto se configura en autos toda vez que se plantea un conflicto  negativo de competencia entre el Juzgado Civil, Comercial y Familia de Segunda Nominación de Villa María y el Juzgado de Familia de Segunda Nominación de esta ciudad capital.

III. LOS DOS INTERROGANTES DEL CASO. COMPETENCIA TERRITORIAL Y MATERIAL

Conforme el relato efectuado, la cuestión a zanjar implica dilucidar dos cuestiones.

El tema del territorio. La primera: cuál es el tribunal competente en razón del territorio para entender en los presentes obrados en los que se procura determinar la filiación de una niña, así como el establecimiento de cuota alimentaria y daño moral, cuando la causa fue iniciada en un tribunal y estando pendiente el período de prueba y en razón del cambio de residencia de aquella, se solicita su cambio de radicación. 

El tema de la materia. En caso de establecerse que sea la competencia de la ciudad de Córdoba, ella se deberá ponderar también en razón de la materia, por haberse planteado en la misma demanda en forma conexa como acción principal una filiación y como accesorias a ésta los alimentos y el daño moral.

Claramente diferenciados ambos asuntos, es menester señalar que en cada caso concreto que rodea los procesos que involucran a niños, niñas y adolescentes existen diferentes aristas, las cuales es menester auscultar para vislumbrar cuál es la solución que mejor se concilia con los intereses superiores involucrados.

Así, ha dicho la doctrina con justeza “La determinación del juez competente, cuando están involucrados niños, es una cuestión compleja que presenta una variedad de matices; por lo que se requiere un análisis particularizado caso por caso para decidir el correcto camino a seguir. Por de pronto, exige de los magistrados un obrar con especial cautela y prudencia para que estos problemas no demoren el amparo necesario para lograr la plena operatividad del derecho sustancial. Se deberá tener presente de que a los niños no sólo les asisten los mismos derechos y garantías que a los adultos, sino que aquéllos son titulares de un plus de derechos; lo que exige que respecto de ellos se adopten medidas de compensación para neutralizar su situación de vulnerabilidad”
.

IV. EL INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO 

Antes que cualquier otra cuestión vale destacar que, la consideración rectora del interés superior del niño que establece la Convención sobre sus derechos (art. 3; y también art. 3 de la Ley n° 23.061; art. 3, Ley n° 9944
) constituye una pauta cierta que orienta y condiciona no sólo las decisiones sino también la intervención de los tribunales a la hora de velar sobre el porvenir de los menores de edad, como este Alto Cuerpo ya lo ha puesto de manifiesto a través de su jurisprudencia
.

Así, el interés del niño -de rango superior-, opera imperativamente con un papel integrador que llena los eventuales vacíos de la ley y prevalece sobre los preceptos cuya implementación se revele contraria a los derechos de aquél
.

Este concepto se llena de contenido concreto a la luz de las condiciones y circunstancias que rodean cada situación particular de un niño, niña o adolescente; en este caso, la posibilidad de conocer su filiación y todo lo que ello trae aparejado en el marco de un proceso judicial.

V. EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ

En esta tarea de discernir el interés superior de la niña de autos frente a la concreta cuestión de competencia planteada, cabe acudir al principio de inmediatez en procura de una eficaz protección de los derechos fundamentales de la menor involucrada.

Es que tal cardinal contribuye a un contacto directo y personal del órgano judicial con el menor y a una mayor concentración y celeridad en la adopción de medidas que pudiera requerir
.

Explica la doctrina al respecto que “…una de las reglas fundamentales a tener en cuenta es la que hace prevalecer el lugar de residencia habitual del niño para la determinación de la competencia; cualquiera sea el tribunal que haya prevenido. El objetivo es priorizar el principio de tutela judicial efectiva, y para ello resulta imperioso la inmediación y el contacto directo de los operadores de la justicia con los niños, de modo de garantizar que las medidas o decisiones que se adopten realmente sean contemplativas de su interés superior. Como se resaltó con claridad, no puede concebirse la actividad tutelar que no esté íntimamente ligada al principio de inmediatez en resguardo de los derechos fundamentales de los niños; dado que la eficiencia de la actividad judicial está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido”
.

En igual línea, la Corte Suprema ha señalado que las actuaciones cuyo objeto atañe a menores, deben promoverse en el lugar donde éstos viven efectivamente, ya que la eficiencia de la actividad tutelar torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de aquéllos
.

El Código Civil y Comercial de la Nación en el artículo 581 recepta este postulado cuando establece que en las acciones de filiación ejercidas por personas menores de edad es competente el juez del lugar donde el actor tiene su centro de vida o el domicilio del demandado, a elección del actor.

Ello por cuanto la noción “centro de vida” es un concepto nodal de todo el sistema de protección de la niñez que fluye desde la Convención de los Derechos del Niño, la Ley nacional n° 26.061 y su par provincial n° 9944.

En efecto, el artículo 3, inciso” f” de la Ley n° 26.061, al igual que idéntico precepto de la Ley provincial n° 9944, exige respetar el centro de vida del niño; esto es —en las palabras de la normativa vigente— “…el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia”. 

A su vez, el artículo 3º del Decreto n° 415/2006 —reglamentario de la ley 26.061— especifica que el concepto de “centro de vida” se “interpretará de manera armónica con la definición de residencia habitual de la niña, niño o adolescente contenida en los tratados internacionales ratificados por la República Argentina en materia de sustracción y restitución internacional de personas menores de edad”. 

En definitiva, “…la residencia habitual o el centro de vida del niño —que son criterios equivalentes— se configura por la residencia principal o permanente de ese niño; ideas que suponen los conceptos de estabilidad y permanencia por hallarse allí el centro de gravedad de su vida y el núcleo de sus vínculos parentales y afectivos; sin que para tal determinación se dependa del domicilio real de sus padres o representantes legales” 
.

Vemos así como el centro de vida de un niño o niña es aquel lugar donde habita y desarrolla sus actividades de la vida cotidiana; de forma tal de estar íntimamente ligado con las nociones de habitualidad y estabilidad.

En autos, desde el año dos mil doce, la niña reside con su madre en la ciudad de Córdoba, lo que constituye un dato dirimente a la hora de juzgar la competencia territorial de la causa.

Ello por cuanto el centro de vida, como regla, debe ser ponderado desde una perspectiva actual, no ligada a una experiencia pasada o histórica que ha perdido toda relevancia fáctica para el niño 
.

A ello se suma la singularidad de la causa que busca en primer lugar determinar la filiación paterna de la niña; a lo que cabe agregar el escaso avance del trámite desde la presentación inicial. Estos datos conducen a ponderar que, a los fines de dirimir la cuestión de competencia planteada, es menester acudir al principio de inmediatez.

Ello en procura de una eficaz protección de los derechos fundamentales de la niña involucrada. Refuerza tal conclusión el hecho de que el domicilio del demandado también se halle en la misma ciudad.

En mérito de lo anterior, corresponde que sea el Tribunal de Familia de Córdoba quien continúe la intervención en los presentes obrados.

VI. EL TEMA DE LA ACCIÓN DE DAÑO MORAL

Habiendo discernido el tribunal competente para la acción de filiación interpuesta, resta determinar si ese mismo tribunal, en caso de prosperar tal acción, debe continuar entendiendo en la de daño moral interpuesta por la misma actora.

A los fines de despejar tal incógnita es menester acudir a la jurisprudencia sentada por este Alto Cuerpo, en la causa “Dotta”
.

En dicha oportunidad, al plantearse una cuestión de competencia entre la Cámara de Familia y la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Quinta Nominación, ambas de esta ciudad, respecto a una demanda de filiación y daño moral tramitada por ante el Juzgado en lo Civil, Comercial, Conciliación y de Familia de Río Segundo, se determinó la competencia de la primera de aquéllas. 

Para así resolver se estimó que el Código Procesal Civil y Comercial disciplina las reglas de la competencia por conexión, esto es, aquellos casos en donde la íntima vinculación existente entre varias cuestiones torna aconsejable la presencia de un único tribunal que entienda sobre éstas, en las distintas instancias.

Expresa el citado precepto: “Competencia por conexión. A falta de otras disposiciones, será tribunal competente: 1. El que lo sea en lo principal para conocer de sus incidentes, trámites auxiliares, preparatorios y cautelares, tercerías, juicios accesorios y conexos, reconvenciones, ejecuciones y solicitudes de beneficio de litigar sin gastos...”.

La conexidad se configura cuando dos o más procesos se vinculan o relacionan entre sí por la comunidad de algunos de los elementos que integran las relaciones jurídicas trabadas en cada litis. Ello determina un desplazamiento de la competencia hacia un mismo órgano jurisdiccional para que sea éste quien tome conocimiento y resuelva las cuestiones que se ventilan en dichos litigios.

En este sentido se pronunció este Alto Cuerpo en el precedente referenciado, con cita de doctrina, al postular que “El fundamento y razón de ser del forum conexitatis, apunta Cuadrao, es no dividir la continencia de la causa y evitar resoluciones contradictorias, facilitar la solución de la litis, utilizando el material acumulado, y satisfacer exigencias de carácter práctico y de economía procesal. De allí que mediante su aplicación por causa de hallarse vinculadas con el objeto principal de la litis, son llevadas a conocimiento del mismo juez cuestiones que en atención a su monto o naturaleza pudieran ser de la competencia de otros jueces. Y ha de entenderse por cuestiones conexas no sólo las incidentales dentro del proceso principal, sino -asimismo- las anejas o estrechamente relacionadas con el proceso que primero ha tenido existencia o que son su consecuencia”
. 

En autos, con la presentación de la demanda de filiación se propone una pretensión de daño moral, en virtud de la omisión del reconocimiento de su hija. En razón de ello, se produjo la acumulación en un mismo proceso de dos pretensiones conexas entre sí originadas en la negativa de reconocimiento del supuesto progenitor y la consecuente imposibilidad de gozar de un estado filial.

Por tanto, la segunda es accesoria a la de filiación, ya que, tal como lo señala la doctrina “...los juicios accesorios son aquellos que dependen del principal, porque tienen elementos en común que le son imperativos, pero además por la vinculación que les hace depender de ellos, de tal modo que lo relaciona en forma directa al uno con el otro”
.

Queda claro entonces que la aplicación al caso de tales conceptos conduce a la conclusión de que debe entender en la causa el Juzgado de Familia de Segunda Nominación de esta ciudad de Córdoba.

Por ello, y  oído el Sr. Fiscal General de la Provincia,

SE RESUELVE: ------------------------------------------------------------------------------------

I. Declarar que el Juzgado de Familia de Segunda Nominación de esta ciudad de Córdoba, debe continuar interviniendo en los presentes obrados.

II. Notificar al Juzgado en lo Civil y Comercial y Familia de Segunda Nominación de la ciudad de Villa María y a la Fiscalía General de la Provincia de lo dispuesto en el presente decisorio.

Protocolícese, hágase saber y dese copia y bajen.-
                                                DR. DOMINGO JUAN SESIN            

                                 PRESIDENTE

DRA. AÍDA LUCÍA TARDITTI                                                                             DR. LUIS ENRIQUE RUBIO
               VOCAL                                                                                                                              VOCAL 

DRA. M. DE LAS MERCEDES BLANC DE ARABEL                             DR. CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO

       
VOCAL                                                                                                                                 VOCAL

DRA. MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI                                                        DR. SEBASTIAN CRUZ LOPEZ PEÑA 

             
VOCAL                                                                                                                                    VOCAL

� Mizrahi, Mauricio; “El niño y las cuestiones de competencia”, LL 2012-E, 1183.


� Ver también, Comité Derechos del Niño, Observación General nº 14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial, disponible en � HYPERLINK "http://www.unicef.org/ecuador/UNICEF-ObservacionesGeneralesDelComiteDeLosDerechosDelNino-WEB.pdf" �http://www.unicef.org/ecuador/UNICEF-ObservacionesGeneralesDelComiteDeLosDerechosDelNino-WEB.pdf�.


� TSJ; en pleno, Sala Electoral y de Competencia Originaria; “Gorenstein”, Auto n° 76 del 30/12/2008; “A., D.F.”, Auto n° 187 del 27/10/15.


� Cfr. CSJN, Fallos 331:941.


� Cfr. CSJN, Fallos; 315.431.


� Mizrahi, Mauricio; “El niño y las cuestiones de competencia”, LL 2012-E, 1183.


� Cfr. CSJN, Fallos 314:1196; 315:431, 325:339


� Mizrahi, Mauricio; “El niño y las cuestiones de competencia”, ob. cit.


� Cfr.  Mizrahi, Mauricio; “El niño y las cuestiones de competencia”, ob. cit.


� Cfr. TSJ, en pleno, Secretaría Electoral y de Competencia Originaria, Auto n° 32 del 07/09/2009.


� Ramacciotti, Hugo; Compendio de Derecho Procesal Civil y Comercial de Córdoba, Depalma, Bs. As. 1986, t. I, p. 152; citado en la causa “Sabarini”, TSJ, en pleno, Secretaría Electoral y Competencia Originaria, Auto n° 91 del 9/12/2003


�Ferrer Martinez, Rogelio, y otros; Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba, Córdoba., 2000, t. I, p. 46.





8
1 EXPTE. NRO. 332385

